TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, doce (12) de septiembre de dos mil doce (2012) 

Acta No. 468 del 12 de septiembre de 2012

Expediente No. 66001-31-03-004-2012-00218-01
Decide esta Sala la impugnación presentada por el señor Luis Bernardo Arango Pérez, frente a la sentencia proferida el 30 de julio de 2012, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de la ciudad, en la acción de tutela que instauró contra la Nueva EPS S.A. y Positiva Compañía de Seguros S.A., a la que fue vinculado el Gerente Médico de la última entidad.
A N T E C E D E N T E S

Expresó el demandante que trabajó al servicio de la empresa Darío Botero Gómez desde el 20 de febrero de 1991 hasta el 12 de enero de 2007, cuando fue despedido sin justa causa. Explicó que se le manifestó la enfermedad denominada síndrome del túnel carpiano, la que adquirió en razón a la labor que desempeñaba, fue intervenido quirúrgicamente y continuó en su trabajo, para lo cual se le reubicó por recomendación de la ARP ISS, hasta cuando fue despedido, sin justificación alguna, privándosele de la asistencia médica para tratar su enfermedad y siguió cotizando como trabajador independiente; instauró demanda laboral contra la empresa y obtuvo sentencia favorable, proferida por el Juzgado Único Laboral de Dosquebradas el 31 de agosto de 2011, en la que se accedió a su reintegro y al pago de las prestaciones sociales dejadas de percibir, la que apelada se encuentra pendiente de decisión.

Aduce que a consecuencia de lo ocurrido no ha podido volver a laborar desde el 13 de enero de 2007, período en el que no ha recibido ingresos; se ha visto en situaciones precarias y apremiantes; vive de la caridad de sus hijos, familiares y amigos que le han permitido atender sus necesidades básicas y pagar sus aportes a salud; el 23 de octubre de 2010 fue evaluado por medico especialista en salud ocupacional de la Nueva EPS, en razón a la enfermedad diagnosticada como distonía de escribano, que adquirió cuando laboraba al servicio de la empresa atrás referida como cobrador en moto, director de entrega, supervisor de cartera, etc.; el profesional mencionado determinó que es evidente la relación de causalidad entre su patología y los factores de riesgo descritos y que su enfermedad es profesional; en esa evaluación, el galeno manifestó que dicho informe sería remitido a su ARP ISS para la correspondiente calificación de enfermedad en segunda instancia; recibida por esta entidad, hoy Positiva Compañía de Seguros, determinó, por medio de su junta de calificación de invalidez, que la patología era de origen común; interpuso recurso de apelación contra esa decisión ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, el que se encuentra en trámite; esa Junta solicitó a la ARP Positiva la práctica de valoración por neurología y resonancia nuclear magnética para cabeza y ganglios basales y un estudio del puesto de trabajo; desde la fecha de evaluación por médico laboral le han certificado incapacidades que no le han sido canceladas por ninguna de las entidades, al existir entre ellas controversia sobre cuál debe hacerlo, a pesar de que en múltiples ocasiones ha solicitado verbalmente su pago.

Las referidas incapacidades se le han otorgado desde el 16 de octubre de 2010 hasta el 9 de julio de 2012, de manera ininterrumpida y solo se pagaron por la EPS ISS las correspondientes a los primeros 180 días.

Dijo por último que la controversia entre las entidades accionadas no tiene porqué afectarlo, toda vez que con independencia de su origen, tiene derecho a su reconocimiento y pago; esa disputa le ocasiona graves perjuicios porque no ha podido volver a laborar, ni a recibir ingresos y junto con su cónyuge han quedado a cargo de sus hijos, familiares y amigos que les suministran alimentos, les cancelan los servicios públicos y de salud.

Considera lesionados sus derechos a la salud en conexidad con la vida, el mínimo vital y la dignidad y solicita se ordene a la entidad que corresponda pagarle sus incapacidades.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

Por auto del 16 de julio de este año se admitió la demanda, se ordenó vincular al Gerente Médico de Positiva Seguros S.A., se decretaron pruebas y se ordenaron las notificaciones de rigor.

La Coordinadora Jurídica de la Nueva EPS S.A., al ejercer su derecho de defensa, manifestó que el demandante se encuentra afiliado al régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud de esa entidad en calidad de cotizante independiente; que le cancelaron cada una de las incapacidades que le corresponden de conformidad con el Decreto 2463 de 2001, esto es, hasta 180 días después de ocurrido el evento; que las que se causen posteriormente no son de su competencia sino de la administradora de fondos de pensiones a la cual se encuentre afiliado. Solicitó desvincular de la actuación a la entidad que representa y en subsidio, facultarla para repetir contra el Ministerio de la Protección Social con cargo al Fosyga por el 100% de los valores que por concepto de servicios en salud diferentes a los consagrados en la ley deba suministrar al accionante. 

La apoderada de Positiva Compañía de Seguros S.A., se pronunció para indicar, en síntesis, que esa entidad, por medio de la Gerencia Médica, emitió dictamen el 31 de mayo del 2011, por medio del cual calificó como de origen común el accidente del 20 de febrero del 2006 que sufrió el accionante; que el diagnóstico reportado en el siniestro frente al que se pronunció la compañía fue síndrome del escribano mano derecha; que el citado señor interpuso recurso de apelación contra ese dictamen, por lo que fue remitido a la Junta Regional de Risaralda, la que emitió nuevo concepto el 29 de junio del 2011, en el que calificó como de origen común el diagnóstico referido; el accionante impugnó nuevamente tal decisión y la Junta Nacional lo confirmó el pasado 15 de marzo. Adujo que la ARP que representa cumplió con el protocolo señalado para la calificación del origen de un accidente o una enfermedad profesional, regulado en el artículo 52 de la Ley 962 del 2005 y que no le corresponde pagar las incapacidades reclamadas porque el origen del siniestro es común; que como las patologías calificadas no son de naturaleza profesional, deben ser reconocidas por la entidad promotora de salud a la cual se encuentra afiliado el citado señor. Solicita se declare improcedente el amparo porque no ha vulnerado derecho fundamental alguno y se vincule a la Nueva EPS, por ser la entidad responsable de las prestaciones que requiere el demandante.

El 30 de julio del 2012 se dictó la sentencia de primera instancia. En ella, resolvió la señora Juez Cuarto Civil del Circuito de Pereira negar el amparo solicitado. 

Para decidir así, empezó por referirse a la procedencia excepcional de la tutela para obtener el pago de incapacidades laborales y a la presunción de afectación al mínimo vital, derecho que no encontró vulnerado, porque como lo manifestó el demandante, recibe colaboración económica de un hijo y de su esposa, “lo que demuestra que no está desprotegido económicamente”, razón por la cual, concluyó que su situación no es de debilidad manifiesta como para que el juez de tutela deba brindarle protección, que no se demostró lo ocurrencia de un perjuicio irremediable que conlleve a conceder el amparo de manera transitoria y que el actor puede acudir a las instancias que considere pertinentes para dirimir la controversia, hecho que “hace mucho más improcedente la tutela”.

Inconforme con el fallo, lo impugnó el demandante. Reiteró que se encuentra sin trabajo desde cuando se le despidió injustamente de la empresa donde laboró por tantos años; a pesar de que un juez ordenó su reintegro, el proceso se encuentra en apelación; no tiene ningún ingreso y su familia que depende de él, no tiene otros recursos para sobrevivir y no puede considerarse que la ayuda de su hijo y el salario de su esposa sean suficientes para ello; que no tuvo en cuenta el juzgado que se ha afectado su mínimo vital porque reclama las incapacidades desde octubre del 2010, época a partir de la cual ha insistido ante las entidades accionadas para que se las paguen, cada una de las cuales “le lanzan el balón sin que hasta la fecha ninguna asuma su obligación”. Afirmó que no recibe dinero; que siendo acreedor de unas incapacidades laborales, no puede seguir dependiendo de otra persona; que a las demandadas les ha pedido verbalmente la cancelación de aquellas, frente a lo que le responden que debido a la discusión del origen de la patología no pueden pagar hasta tanto no se defina a quien corresponde y que tal controversia no tendría porqué afectarlo pues lo que emerge con claridad es que tiene derecho al reconocimiento y pago de lo pedido. Pidió se accediera a las peticiones elevadas.

C O N S I D E R A C I O N E S

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Pretende el demandante, por medio de este excepcional medio de protección, obtener el pago de las incapacidades laborales que se le han otorgado, con motivo de la enfermedad que padece denominada “síndrome del túnel carpiano”.

En su jurisprudencia la Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que deberán ser resueltos por la jurisdicción laboral o contencioso administrativa, según corresponda.

Con todo, esa misma jurisprudencia enseña que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de obligaciones relacionadas con incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital, por constituir la única fuente de ingresos que permitan al actor satisfacer sus necesidades básicas y las de su familia. Así lo ha explicado:

“3.2. El derecho al pago de prestaciones económicas por incapacidades laborales no es, en sí mismo, un derecho fundamental. Por ese motivo, la acción de tutela no es el medio judicial adecuado para obtener la orden, dirigida contra un sujeto en específico, de que le pague a otro la referida prestación. No obstante, si del derecho al pago de incapacidades  laborales depende el goce efectivo, por ejemplo, del derecho fundamental al mínimo vital del trabajador y su familia, la tutela es procedente pues se admite que, en esos casos, a un mismo tiempo persigue de manera inmediata proteger un derecho fundamental y evitar un perjuicio irremediable.

“En efecto, cuando la única fuente de ingreso de un trabajador es el pago de las incapacidades, de él empiezan a depender las posibilidades materiales del trabajador y de su familia de contar con alimentos sanos que les garanticen una nutrición adecuada, de asearse, eventualmente de tener una vivienda digna y, en todo caso, de recuperarse por entero antes de volver a trabajar, pues al no percibir el pago de  las mismas se ve obligado a reincorporarse a las labores antes de alcanzar un estado de mejoramiento óptimo. Por ese motivo, cuando la falta de pago de las incapacidades es prolongada, amenaza con sumir al titular que tiene derecho a ellas, y a su familia si depende de él, en una situación de abandono y precariedad que cuestiona la legitimidad de las instituciones sociales, la vigencia efectiva de los derechos fundamentales y de la Constitución. En condiciones de esa naturaleza, la procedencia de la tutela persigue que con el pago de las incapacidades  se les garanticen a sus titulares condiciones mínimas innegables de existencia. Lo cual dignifica, en otras palabras, que si el juez decide declarar improcedente la tutela para obtener el pago de las incapacidades, aunque de ellas dependa la satisfacción, de necesidades básicas elementalísimas de una persona o de su núcleo familiar, deja librada al azar la ocurrencia de un perjuicio irremediable en el haber jurídico de aquellos, pues las repercusiones son tan graves y lesivas, que incluso ponen en duda los fundamentos mismos de las instituciones sociales y del Estado Constitucional. De manera que, cuando una tutela persigue la protección de esas necesidades básicas para vivir en condiciones dignas, debe ser declarada procedente y estudiada de fondo, no obstante que la vía para obtener la satisfacción sea el pago de prestaciones puramente económicas, reguladas en la ley, como las incapacidades  laborales…”
.

Está demostrado en el proceso que a raíz del diagnóstico distonía del escribano mano derecha se incapacitó al actor para trabajar; que el mismo señor se encuentra afiliado en salud a la Nueva EPS y al Sistema de Riesgos Profesionales que administra la ARP Positiva S.A., hechos que esas entidades aceptaron al pronunciarse sobre la acción propuesta. También, que el citado señor no labora, ni percibe ingresos y que su sustento deviene de la ayuda que le proporcionan un hijo y su esposa, como lo afirmó en la declaración que rindió ante el juzgado de primera sede y en el escrito por medio del cual promovió la acción, hechos que no fueron controvertidos por las entidades accionadas.
De acuerdo con la jurisprudencia que atrás se transcribió, el amparo constitucional puede resultar procedente para obtener el pago de las incapacidades laborales, cuando estas constituyan el único medio de subsistencia del peticionario.

A juicio de la Sala, ese presupuesto se cumple en el caso concreto, toda vez que el actor no tiene forma distinta para solventar sus mínimas necesidades y su incapacidad para trabajar le impide ejercer labor alguna relacionada con su actividad económica.

De esa manera las cosas, puede concluirse que la tutela reclamada, en este caso específico, no tiene por fin el garantizar un derecho legal, el de obtener el pago de las incapacidades a que se refiere la demanda, sino uno de naturaleza fundamental, el garantizar al accionante una vida en condiciones dignas y sus derechos al mínimo vital y seguridad social, todo lo cual la hace procedente de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, que ha sido continuamente reiterada.

Empero, es preciso determinar si son o no las entidades demandadas, o alguna de ellas, las responsables en cancelarlas, asunto del que no se ocupó la funcionaria de primera instancia, aunque fue objeto de controversia.

En desarrollo del artículo 48 de la Constitución Política, la Ley 100 de 1993 organizó el Sistema de Seguridad Social Integral con el objeto de “garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad para obtener la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que la afecten”; las disposiciones de esa ley, otorgan competencias diferentes a las entidades que integran el sistema, las cuales se clasifican en tres grandes grupos, empresas promotoras de salud (EPS), administradoras de fondos de pensiones (AFP) y administradoras de riesgos profesionales (ARP). 
El procedimiento de calificación del estado de invalidez lo regulan los artículos 41, 42 y 43 de la Ley 100 de 1993. El primero de tales artículos, que fue adicionado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, dice en lo pertinente: 

“CALIFICACIÓN DEL ESTADO DE INVALIDEZ. El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación de invalidez, expedido por el Gobierno Nacional, vigente a la fecha de calificación, que deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación, para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.
“Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, a las Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte y a las Entidades Promotoras de Salud, EPS, determinar en primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de las contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación, dentro de los cinco (5) días siguientes a la manifestación que hiciere sobre su inconformidad, se acudirá a las Juntas de Calificación de Invalidez del orden Regional, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional”.

De acuerdo con esa disposición, la pérdida de la capacidad laboral, la calificación del grado de invalidez y el origen de las contingencias, debe ser determinado en primera oportunidad por el Instituto de Seguros Sociales, las Administradoras de Riesgos Profesionales ARP, las Compañías de Seguros en los casos señalados por la misma norma y las Entidades Promotoras de Salud. En caso de inconformidad con la decisión adoptada, el interesado puede impugnarla ante las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez.

Como se infiere del relato fáctico del demandante y de los documentos allegados por la ARP Positiva Compañía de Seguros S.A. con su escrito de contestación, en el caso concreto se ha agotado ese procedimiento, al menos en lo relacionado con el origen de la contingencia. En efecto, está probado que mediante dictamen No. 127420 del 31 de mayo del 2011 la Vicepresidencia Técnica de la ARP determinó que el diagnóstico del señor Luis Bernardo Arango Pérez, denominado síndrome del escribano mano derecha es una enfermedad de origen común
; esa decisión fue impugnada oportunamente ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, la que profirió dictamen el 29 de junio siguiente, por medio del cual estimó que en efecto, la patología del actor es de origen común
; decisión que confirmó la Junta Nacional el 15 de marzo de 2012
, antes de la fecha en que se promovió la acción constitucional.

Es claro entonces que el origen de la patología por la cual se encuentra incapacitado el actor para laborar es de origen común o no profesional. 

En relación con la responsabilidad en el pago de las incapacidades laborales, originadas en enfermedad no profesional, ha explicado la Corte Constitucional:

“Las incapacidades laborales originadas en enfermedad no profesional constituyen una prestación propia del Sistema de Seguridad Social que pretende amparar las contingencias surgidas con ocasión de perturbaciones en la salud de los trabajadores dependientes o independientes, circunstancia que resulta coherente con los objetivos que persigue la protección de este derecho.

 
“En la sentencia T-212 de 2010 se sintetizó la normatividad vigente que regula las prestaciones por incapacidades, señalando entre otras las contempladas en el numeral 15 del artículo 62, los artículos 127, 129, 130, 132, 141, 173, 227, y 228 del Código Sustantivo del Trabajo; los numerales 1 y 2 del artículo 16 del Decreto 2351 de 1965, el artículo 4° del Decreto 1373 de 1966, los artículos 16 y 17 del Decreto 2177 de 1989 y el inciso 5° del artículo 23 del Decreto 2463 del 2001.

“El artículo 206 de la Ley 100 de 1993 dispone, que de conformidad con las disposiciones legales vigentes, las empresas promotoras de salud podrán subcontratar con compañías aseguradoras, el cubrimiento de los riesgos por incapacidades generadas en enfermedad general. 

 

“A su vez, el artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo, prevé que el trabajador tiene derecho a que el empleador le pague, hasta por 180 días, un auxilio monetario por enfermedad no profesional. De acuerdo con lo anterior, cuando un trabajador padece una enfermedad de origen común y se le empiezan a expedir incapacidades, los primeros 3 días corren por cuenta del empleador; los días comprendidos entre el día 4 y el día 180, le corresponde pagarlos a la EPS.

 

“1. La calificación de invalidez genera el reconocimiento de la pensión de invalidez, únicamente cuando la pérdida de la capacidad laboral (PCL) es superior al 50%. 

 

“2. Cuando la calificación es inferior, no causa el reconocimiento de dicha prestación, y de acuerdo a lo consagrado en el Decreto 2177 de 1989, en su artículo 17: “Los trabajadores de los sectores público y privado que según concepto de la autoridad competente (de salud ocupacional o quien haga las veces en la respectiva entidad de seguridad o previsión social o de medicina del trabajo, en caso de no existir afiliación a dichas instituciones), se encuentren en estado de invalidez física, sensorial o mental, para desempeñar las funciones propias del empleo de que sean titulares y la incapacidad no origine el reconocimiento de pensión de invalidez, se les deberán  asignar funciones acordes con el tipo de limitación o trasladarlos a cargos que tengan la misma remuneración, siempre y cuando la incapacidad no impida el cumplimiento de las nuevas funciones ni impliquen riesgo para su integridad”.

“Ahora bien, en los casos en que la incapacidad laboral no da lugar al reconocimiento de la pensión de invalidez porque la calificación es inferior al 50%, la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que el pago de las incapacidades laborales mayores a 180 días corre a cargo de la Administradora de Fondos de Pensiones a la cual se encuentre afiliado el trabajador, tras hacer una interpretación del artículo 23 del Decreto 2463 de 2001, que estableció la posibilidad de postergar el trámite de calificación de invalidez, hasta por 360 días, y que en dicho lapso, el fondo de pensiones debe otorgarle al trabajador un subsidio equivalente al de la incapacidad que venía disfrutando por parte de la respectiva EPS, lo cual lleva a concluir que es al fondo de pensiones a quien le corresponde asumir el pago de las incapacidades a partir del día 181 hasta la fecha en que se produzca el dictamen de invalidez, por lo menos, por 360 días más”
. 
 

De acuerdo con la jurisprudencia anterior, que encuentra apoyo en la normatividad que rige la materia, es claro que corresponde a la EPS a la que se encuentra afiliado el demandante, cancelar las incapacidades laborales que ha presentado desde el día 4 hasta el 180, y a la AFP las que se causen con posterioridad, mientras esté pendiente el trámite de calificación de invalidez ante las entidades con competencia para ello, en cuantía equivalente a la que venía percibiendo en la citada EPS, hasta cuando se determine la pérdida de su capacidad laboral, quede en firme el acto administrativo respectivo y el fondo de pensiones asuma la obligación que en su caso le corresponda, lo anterior debido, como se indicó, al origen común de la contingencia del señor Luis Bernardo Arango Pérez.

La situación se tornaría diferente si la enfermedad del actor fuera profesional, evento en el cual el pago de las incapacidades que reclama, correspondería a la ARP en la que se encuentre vinculado, en este caso Positiva Compañía de Seguros S.A., de conformidad con la Ley 776 de 2002 “por la cual se dictan normas sobre la organización, administración y prestaciones del Sistema General de Riesgos Profesionales” que en el artículo 1º dispone que todo afiliado que sufra un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, y como consecuencia de ellos se incapacite, se invalide o muera, tiene derecho a que este sistema general le preste los asistenciales y le reconozca las prestaciones económicas, las cuales serán pagadas por la administradora en la cual se encuentre afiliado el trabajador en el momento de ocurrir el accidente o, en el caso de la enfermedad profesional, al momento de requerir la prestación. Sin embargo, esta no es la situación del caso bajo estudio.

En consecuencia, de conformidad con las normas y jurisprudencia que atrás se citaron, no son la EPS ni la ARP accionadas, tampoco el vinculado los obligados a responder por el pago de las incapacidades que reclama el actor; tal prestación ha debido garantizarla su administradora de fondos de pensiones. 

A pesar de tal conclusión, en esta providencia no podrá impartirse orden alguna a entidad de tal naturaleza porque se desconoce a cuál de ellas se encuentra afiliado el demandante, que ningún hecho narró del que pudiera inferirse que por acción u omisión incurrió en conducta digna de protección constitucional, toda vez que no manifestó haber solicitado a entidad administradora de pensiones alguna, el pago de las incapacidades laborales cuyo pago reclama por medio de este proceso. 

Puestas de esa manera las cosas, como la tutela solo puede prosperar ante la probada vulneración o amenaza de derechos fundamentales, no podrá serlo en el caso concreto para ordenar el reconocimiento de una acreencia laboral, como se solicita, porque el promotor de la acción ninguna solicitud en tal sentido ha elevado ante su administradora de fondos de pensiones, entidad competente para el respectivo pago. 

En esas condiciones, ante la subsidiariedad que caracteriza la acción de tutela, no puede acudirse a ella como mecanismo principal de protección de derechos fundamentales, lo que en este caso concreto hace improcedente el amparo reclamado, motivo por el cual, se confirmará la providencia impugnada pero por las razones aquí expresadas. 

La Sala no desconoce la situación de angustia en que pueda encontrarse el señor Luis Bernardo Arango Pérez en razón de su patología y las situaciones adversas que con ocasión de tal hecho han podido presentarse, pero no puede responsabilizar a ninguna de las entidades accionadas ni al funcionario vinculado, porque se reitera, ninguno de ellos es el llamado legalmente a cubrir el pago de las incapacidades reclamadas.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 30 de julio de 2012, en la acción de tutela promovida por el señor Luis Bernardo Arango Pérez contra la Nueva EPS S.A. y la ARP positva Compañía de Seguros S.A, a la que fue vinculado el Gerente Médico de la última entidad. 

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



LUÍS ALFONSO CASTRILLÓN SÁNCHEZ



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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2

